INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 199 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL EN MATERIA DE FARMACODEPENDENCIA

COMISIÓN PERMANENTE DEL H. CONGRESO DE LA UNIÓN

LX LEGISLATURA

Antonio Xavier López Adame, Diputado a la LX Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, en esta Comisión Permanente, con fundamento en los artículos 71, fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, solicito se turne a las Comisiones correspondientes para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara que corresponda de la LX Legislatura del Honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La farmacodependecia representa hoy un problema tanto social, como de salud pública, con graves consecuencias negativas que trascienden a la familia, el trabajo, la escuela y a la sociedad en general.

La Organización Mundial de la Salud, desde 1958, ha considerado a la farmacodependencia como una enfermedad, por lo que se le debe dar un tratamiento médico específico.

Desde luego, el incremento acelerado de farmacodependientes en nuestro país, es sin lugar a dudas el resultado de una mayor distribución de sustancias ilícitas. Dicha realidad genera grandes costos para el país, que el Estado debe atender en dos sentidos: Por un lado, la reducción de la oferta, situación a la que buscan responder los operativos implementados en las últimas semanas por el Gobierno Federal y; por el otro, el aumento de la demanda, que representa ya hoy en día un problema de salud pública por su condición crónica, su frecuencia y la cantidad de personas afectadas.

El propio Gobierno Federal reconoce que carece de una estrategia definida para la prevención y atención de los farmacodepedientes; así lo mencionó el Procurador General de la República, el Licenciado Eduardo Medina Mora, durante su comparecencia del pasado 23 de enero ante la Primera Comisión de la Comisión 
Permanente de este H. Congreso de la Unión, en donde reconoció como una debilidad, la falta de recursos y la ausencia de una estrategia integral para atender y erradicar el consumo de drogas en todas sus modalidades.
En opinión de lo legisladores del Partido Verde Ecologista, penalizar el consumo de sustancias adictivas no es la solución, pues se trata de personas, no de delincuentes; son cada vez más los jóvenes, adolescentes e incluso niños, que por muchos factores acaban padeciendo una adicción a alguna droga, con consecuencias devastadoras para sus oportunidades de vida y desde luego para su salud. Es eso que se precisa atender este problema con medidas estrictas y contundentes. 
El consumo de drogas es una tendencia en aumento, que no solo afecta la calidad de vida del famacodependiente, sino que lo puede llevar hasta la muerte, además de afectar a su entorno social más cercano.

La Organización Mundial de la Salud calcula que en el año 2000, murieron unas 200 mil personas a causa del uso indebido de drogas. La magnitud de la farmacodependencia ha aumentado muy llamativamente en el último cuarto de siglo, por lo que prevenir la dependencia y reducir los daños asociados al uso de sustancias psicotrópicas, es un desafío para los servicios de salud y los gobiernos de todo el mundo.

En México, el consumo de drogas ilegales aún no es tan alto como en otras naciones del mundo, no obstante, lo más preocupante es el aumento en el uso de estos fármacos, especialmente en jóvenes y niños.
En atención a la magnitud del problema se han considerado varias soluciones, de las cuales la más frecuente mencionada es la legalización de las drogas, pues pareciera ser el camino para reducir los efectos nocivos del tráfico ilegal de drogas, con lo que aparentemente se podría controlar el problema de las adicciones. Desafortunadamente, la experiencia alrededor del mundo nos dice lo contrario. Casi todos los países que han experimentado esquemas de legalización o de despenalización, han regresado a sus anteriores regímenes de prohibición al ver como se disparaba el número de adicciones. 
La excepción ha sido Holanda, pero al parecer va en el mismo camino, ya que después de despenalizar el uso de marihuana en 1976, reportaron un incremento en el número de expendios de drogas en diez años, pasando de 30 a 1500; en tanto 
que el consumo de marihuana creció 200% en los jóvenes de 18 a 25 años; y el número de consumidores se disparó de manera incontrolable. Esta situación ha hecho valorar a algunas autoridades de Holanda la posibilidad de penalizar nuevamente su venta.
Usar un esquema de fiscalización, tampoco parece ser una buena solución al problema. Hacer que los consumidores paguen impuestos por las drogas que usan, como sucede con el alcohol y el tabaco, es hacer a una economía dependiente de los impuestos generados por un consumo que solo favorece la degradación de la salud de los consumidores e incluso, comportamientos antisociales y violentos por la necesidad de conseguir la droga ante la fuerza de las adicciones.

Coincidimos en que los programas para combatir el narcotráfico deben ser una prioridad para el gobierno, como hasta ahora ha sido evidente en lo primeros días de gobierno de la nueva administración del Presidente Felipe Calderón. No obstante, consideramos que debe darse igual trato a los mecanismos de prevención y atención de la farmacodependencia. Por esto surge la necesidad de generar una propuesta a favor de inhibir el consumo de drogas ilegales a través del tratamiento del farmacodependiente.

La farmacodependencia constituye un grave problema de salud pública que merece ser prevenido y atendido, con objeto de reducir la incidencia del consumo y los problemas que le vienen asociados como problemas económicos y disfunciones familiares. Ante esta realidad, es innegable la urgente necesidad de ofrecer diversas alternativas de atención terapéutica para los adictos, que debido a la cronicidad de su problema, requieren tratamientos que pueden incluir el internamiento o la rehabilitación ambulatoria. Estos tratamientos tienen por objeto suspender o reducir el uso de sustancias ilegales y disminuir los efectos nocivos sobre la salud, la familia y el entorno social.

Se sabe que el tratamiento de rehabilitación de fármaco-dependientes, e incluso de las rehabilitaciones obligatorias, son un proceso en el cual las recaídas son frecuentes, sin embargo, está comprobado que representan una estrategia efectiva en la reducción del consumo de drogas.

Las personas que abusan o son dependientes de estas sustancias requieren de un programa formal de tratamiento, rehabilitación, reinserción e integración social. Desafortunadamente, una persona en estas circunstancias difícilmente decide atenderse por voluntad propia, debido al estado físico y emocional en el que se encuentra y debido también a que en general no enfrenta consecuencias jurídicas derivadas de su adicción.
Como parte del derecho de los mexicanos a la protección de la salud, el gobierno tiene la obligación de otorgar un tratamiento oportuno y accesible a los farmacodependientes, de manera que  pueda ser atendido de manera profesional y personalizada a través de diferentes centros de rehabilitación legalmente establecidos y que cumplan con los estándares mínimos formulados por la autoridad Sanitaria.

NUESTRA PROPUESTA

Consideramos que la intervención terapéutica supone la comprensión y conocimiento de la dependencia a las drogas. Incluir esta reforma en el Código Penal Federal, es necesario como un elemento para la reducción de la demanda de psicotrópicos, haciendo obligatorio para el fármaco-dependiente su rehabilitación, así como también, la obligación de compensar económicamente a la sociedad  por los gastos derivados de su tratamiento, además de considerar como parte del proceso terapéutico, la retribución en horas de trabajo en el centro de rehabilitación en el que fue atendido.

El costo promedio de una rehablitación en una institución pública, oscila entre los siete y los catorce mil pesos, y puede llegar hasta los doscientos mil pesos en algunos centros de rehabilitación privada. Es un tratamiento costoso, por lo que la compensación económica que se exigiría al farmacodependiente en nuestra propuesta, representa una contribución a la salud pública y sobre todo, la posibilidad de que el fármaco-dependiente deje de demandar drogas e invierta en su propia salud.

Se ha identificado que esta  estrategia resulta altamente exitosa en diferentes países, como Estados Unidos, donde se obliga al farmacodependiente a la rehabilitación. Es por esto que la reforma que proponemos, requerirá también el concurso del Gobierno Federal, para que en coordinación con los gobiernos estatales, se establezcan mecanismos de coordinación para construir una estrategia integral capaz de atender la farmacodependencia.

Debemos aclarar que con la presente iniciativa, no se promueve una sanción con penas privativas de la libertad en contra de los farmacodependientes, sino que se pretende alentar a éstos para que se rehabiliten. Por el contrario, lo que se busca, es atender a los farmacodependientes, especialmente a los jóvenes y niños que comienzan en las drogas, para que se informen y atiendan en centros especializados de su elección, y que una vez transcurrido el plazo que peritos médicos determinen, 
mismo que no podrá exceder a un año, demuestren al juez de la causa que se han rehabilitado.

Transcurrido el plazo determinado y en caso de que el farmacodependiente no acreditare haberse rehabilitado, el Juez se encontrará facultado para ordenar su internación obligatoria en un centro de salud para que dicha rehabilitación se lleve a cabo.

Por lo anterior, el Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, presenta esta iniciativa a fin de que se atienda el consumo de drogas, cada vez más grave en nuestro país y somete a la consideración de este H. Congreso de la Unión, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 199 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL EN MATERIA DE FARMACODEPENDENCIA

ÚNICO.- Se reforma el artículo 199 del Código Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 199.- Al farmacodependiente que sea detenido en posesión de una cantidad para uso personal de algún narcótico de los señalados en el artículo 193, determinada a través de una pericial médica, no se le aplicará por este hecho pena privativa de la libertad. 

El beneficio del párrafo anterior no excluirá de responsabilidad al farmacodependiente, de cualquier otro ilícito por el que se le investigue o que pudiera haber cometido cuando fuera detenido en posesión de algún narcótico.

El Juez competente ordenará el internamiento o rehabilitación ambulatoria del farmacodependiente en una institución especializada, conforme a los programas que la autoridad Sanitaria, la Ley General de Salud y demás disposiciones aplicables establezcan. El farmacodependiente podrá elegir la institución pública o privada, legalmente establecida y que cumpla con los estándares mínimos determinados por la autoridad Sanitaria, en donde se llevará a cabo su rehabilitación.

Dicho internamiento o rehabilitación ambulatoria deberá estar sujeto a los siguientes lineamientos:

I. Que se realicen los exámenes previos por la autoridad sanitaria para determinar los instrumentos y el plazo al que deberá sujetarse el farmacodependiente, el cual no podrá exceder del tiempo señalado en el presente artículo;
II. Que se lleve a cabo en un sitio distinto al destinado para las penas privativas de la libertad, con excepción de aquellos farmacodependientes que hubieren sido procesados por la comisión de algún otro ilícito, en cuyo caso deberán recibir tratamiento en los lugares de su detención;

III. Que se lleve a cabo en una institución pública o privada especializada y bajo la más estricta supervisión por parte de la autoridad sanitaria; y

IV. Que el plazo no exceda a un año, para el internamiento en institución pública o privada especializada. Para el caso de rehabilitación ambulatoria, el plazo podrá ser mayor al señalado en esta fracción y por todo el tiempo que, bajo la más estricta responsabilidad, determine un perito médico.

Vencido el plazo señalado en la fracción IV de este numeral, el farmacodependiente deberá acreditar, mediante estudios clínicos correspondientes, su rehabilitación. Dicha acreditación deberá hacerse periódicamente, en los plazos señalados por el Juez, a fin de verificar que no ha existido repetición de motivo para la rehabilitación. En caso contrario, el juez ordenará su internamiento en un centro de rehabilitación público por un plazo que no exceda el señalado en la fracción IV de este artículo.

Adicionalmente a la rehabilitación por medio de un tratamiento, ya sea por internamiento o de manera ambulatoria, llevada a cabo en un centro elegido voluntariamente o señalado por la autoridad judicial, conforme a lo previsto en el párrafo segundo del presente artículo, se impondrá al farmacodependiente una multa equivalente al total del costo del tratamiento en la institución pública o privada elegida por el sujeto o el juez. 
Cuando así se solicite, el juez podrá ordenar la realización de un estudio socioeconómico para establecer el monto máximo de la multa a erogar, que será de acuerdo con la situación económica del fármaco-dependiente y al centro de rehabilitación público o privado donde se ordene su atención. 

También se impondrán hasta 1000 horas de trabajo a favor de la comunidad, mismas que deberán ser cumplidas en los centros de rehabilitación para 
farmacodependientes conforme a los programas que la autoridad sanitaria establezca.

Si el farmacodependiente fuera inimputable, el Ministerio Público dará aviso al Juez competente y a la autoridad sanitaria a fin de que se tomen las medidas correspondientes. En su caso, el Juez de la Causa, ordenará de igual manera su rehabilitación en centros especializados para ellos, conforme a lo establecido en los programas que para tales efectos la Secretaría de Salud señale y conforme a lo ordenado por la Ley General de Salud y demás disposiciones aplicables.

El Ministerio Público o la autoridad judicial del conocimiento, tan pronto como se entere en algún procedimiento de que una persona relacionada con él es farmacodependiente, deberá actuar conforme lo prevé el presente artículo e informar de inmediato a las autoridades sanitarias, para los efectos del tratamiento que corresponda conforme a lo previsto en el presente artículo.
Todo procesado o sentenciado que sea farmacodependiente quedará sujeto a tratamiento dentro de las áreas especializadas que, la autoridad correspondiente, determine dentro de los centros de readaptación social. La Secretaría de Seguridad Pública, en  colaboración de la autoridad sanitaria, deberá llevar a cabo la adecuación de los sitios de tratamiento apegándose, en todo momento,  a las disposiciones sanitarias aplicables.

Para la concesión de la condena condicional o del beneficio de la libertad preparatoria, cuando procedan, no se considerará como antecedente de mala conducta el relativo a la farmacodependencia, pero sí se exigirá en todo caso que el sentenciado se someta al tratamiento adecuado para su rehabilitación bajo vigilancia de la autoridad ejecutora conforme a lo establecido en el presente artículo.

TRANSITORIOS


PRIMERO.-  La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- Los recursos recaudados por concepto de las multas a los farmacodependientes previstas en la presente reforma, deberán ser destinados al Fondo para la Prevención y Combate de la Farmacodependencia, conforme a la Ley General de Salud y demás disposiciones aplicables.

Por consiguiente, el Consejo de la Judicatura Federal deberá enterar de manera íntegra, los recursos recaudados por concepto de estas multas a dicho fondo una vez percibidos éstos.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los veinticuatro días del mes de enero del dos mil siete.

	Dip. ANTONIO XAVIER LÓPEZ ADAME
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